
quien postula por sí mismo, y de . otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar sobre pensión de retiro, se ha dictado sentencia 
con fecha 6 de junio de 1983, cuya parte dispositiva es com" 
sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra 
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues- 
puesto por don Juan Martínez Gil contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
sobre señalamiento de su haber pasivo, las que anulamos en 
cuanto fijan la pensión de retiro del recurrente en cuantía 
inferior al 90 por 100 del haber regulador, debiendo dictar nue­
vo acuerdo señalándola en ese porcentaje; sin imposición de 
las costas causadas en este recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e Insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en u9o de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defénsa número 
54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

30277 ORDEN 111/03608/1983, de 10 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 10 de 
mayo de 1983 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Raimundo Greciano de 
Miguel, Cabo de Aviación.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Raimundo Greciano 
de Miguel, quien postula por si mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra la resolución del Consejo 
Supremo de Justicia Militar, de 30 de septiembre de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 10 de mayo de 1983, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad pro­
puesta por el defensor de la Administración al contestar a la 
demanda, y aceptando el allanamiento de la pretensión prin­
cipal del recurrente, estimamos en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Raimundo Greciano de Mi­
guel, contra la resolución de la Sala de Gobierno del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 30 de septiembre de 1981 la que 
anulamos en cuanto fija la pensión de retiro del recurrente en 
cuantía inferior al 90 por 100 del haber regulador, debiendo dic­
tar nuevo acuerdo señalándose en ese porcentaje, y confirmando 
las demás decisiones de las resoluciones impugnadas; sin impo­
sición de las costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1082, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

30278 ORDEN 111/03609/1983, de 10 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de 
mayo de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Eduardo Rivas Fernández, 
Cabo de Artillería de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo se­
guido en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supre­
mo, entre partes, de una, como demandante, don Eduardo Ri­

vas Fernández, quien postula por Sí mismo, y de otra, romo 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Conse­
jo Supremo de Justicia Militar de 25 de marzo y 18 de diciem­
bre de 1981, se ha dictado sentencia, con fecha 27 de ma u de 
1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso administrativo interpues­
to por don Eduardo Rivas Fernández, contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
25 de marzo y 10 de diciembre de 1981, las que anulamos en 
cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuantía infe­
rior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese por­
centaje, y manteniendo los demás pronunciamientos de las re­
soluciones impugnadas; sin imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pomunciamos, mandamos y. firmamos.»

En su virtud, dé conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.

•Madrid, 10 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 
para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás. __

Excmo. Sr. Teniente General Presidente de Consejo Supremo
de Justicia Militar.

30279 ORDEN 111/03610/1983, de 10 de octubre, por la 
qué se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 14 de 
junio de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Tomás Marengo Crusoe, 
ex Auxiliar primero de Oficinas de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Tomás Marengo 
Crusoe, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra las resoluciones del Consejo Su­
premo de Justicia Militar de 27 de febrero de 1979 y de 7 de 
mayo de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 14 de junio 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad pro­
puesta por el defensor de la Administración al contestar a la 
demanda, y aceptando el allanamiento de la pretensión del 
recurrente, estimamos el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Tomás Marengo Crusoe, contra las resolu­
ciones de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia 
Militar de 27 de febrero de 1979 y de 7 de mayo de 1982, los 
que anulamos, en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente 
en cuantía inferior al 90 por 100 del haber regulador, debiendo 
dictar nuevo acuerdo señalándose en ese porcentaje, con efecto, 
de conformidad a lo solicitado a partir de la fecha de conce­
sión de su actual haber pasivo; sin imposición de las costas 
causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
númerp 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de octubre de 1983—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha­
vila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

30280 ORDEN 111/03611/1983, de 10 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 9 de 
mayo de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo, interpuesto por doña Francisca Delgado 
Herrera, viuda de don Raimundo Herrera Herrera, 
Capitán de Sanidad del Ejército.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta do la Audiencia Na-



cionai, entre partes, de una, como demandante, doña Francisca 
Delgado Herrera, quien postula por sí misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
de Defensa de 18 de julio de 1980, se ha dictado sentencia con 
fecha 9 de mayo de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte, y desestimándolo en lo 
demás, el recurso contencioso administrativo interpuesto por 
doña Francisca Delgado Herrera, viuda de don Raimundo Herre­
ra Herrera, contra la resolución del Ministerio de Defensa de 
18 de julio de 1080, por la que fue desestimado el recurso de repo­
sición promovido frente a la de 25 de abril de 1979 (Orden 
de 11 de junio de 1979), en cuanto por ella, en aplicación de los 
beneficios del Real Decreto ley 6/1978, se determina que el 
causante de la recurrente, de haber continuado en activo, habría 
alcanzado por antigüedad el empleo de Brigada, debemos anular, 
y anulamos las expresadas resoluciones, por su disconformidad a 
derecho, en cuanto si la detertnináción de referencia; decla­
rando, como declaramos, que como tal empleo se determina el 
de Capitán, con las consecuencias legales inherentes a ésta 
determinación; sin imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales junto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la I*y 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las'facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos ia expresada sentencia.

Lo rjue digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejército
(JEME).

30281 ORDEN 111/03658/1983, de 10 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 26 
de enero de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don José Campos López Igle­
sias, Sargento de la Legión y Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Campos López Iglesias, quien postula por sí mismos, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada ; 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 15 de diciembre de 1978 y 2 de mar­
zo de 1979, se ha dictado sentencia con fecha 28 de enero de 
1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so-administrativo interpuesto por don José Campos López Igle­
sias, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 15 de 
diciembre de 1978 y 2 de marzo de 1979u debemos declarar y 
declaramos no ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y, 
en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcialmente, recono­
ciendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a 
percibir el complemento de destino por responsabilidad en la 
función, desde la fecha de la efectividad económica en el empleo 
de Sargento, • hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 
11 de marzo, condenando' a la Administración al pago de las 
cantidades que resulten; sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus oro- 
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE,
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid* lo de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30282 ORDEN 111/03659/1983, de 10 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 24 
de marzo de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Marino Cía Echarren, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don 
Mariano Cía Echarren, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración 'Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 16 de abril y 16 de junio de 1979, se 
ha dictado sentencia con fecha 24 de marzo de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso- conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Marino Cía Echarren, 
representado por el Procurador señor Dorremochea Aramburu, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 16 de abril y 
18 de junio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser 
las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, 
las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, 
a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el comple­
mento de destino por responsabilidad en la función, desde !a 
fecha de la efectividad económica de su ascenso a Sargento 
hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten; sin expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales junto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 10 de octubre dé 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30283 ORDEN 111/03660/1983, de 10 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 28 
de marzo de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Francisco Castaño 
Feria, Sargento dé Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Francisco 
Castaño Feria, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 16 de enero y 1 de junio de 1979, se ha dic­
tado sentencia con fecha 28 de marzo de 1983, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Francisco Castaño Fe­
ria, representado por el Letrado señor Sans Sans, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 19 de enero y 1 de junio 
de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas 
en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anula­
mos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho 
recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento de 
destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de la 
efectividad económica de su ascenso a Sargento, hasta la entra­
da en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la 
Administración al pago de las cantidades que resulten; sin ex­
presa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos ■>

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de ia Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa número


